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I. INTRODUCCION. LA ECONOMIA EN LA VOLUNTAD
CONSTITUYENTE

No es poca la atencién que la doctrina cientifica, ademds desde luego de
la que ha debido prestarle el Tribunal Constitucional, ha dedicado ya al llama-
do «orden constitucional econémico»'. Poco sentido tendria pues plantearse

! Incluso una seleccién de la literatura que de un modo u otro ha tratado la cuestién conduce a una lista tan
extensa como la que sigue: ARINO ORTIZ, G. Economia y Estado. Crisis y reforma del sector piiblico, Madrid,
1993; ARINO ORTIZ, G. Principios constitucionales de la libertad de empresa, Madrid, 1995; ARINO, G. (dir.)
Principios de Derecho pilblico econdmico, Granada, 1999; BAssoLs COMA, M. Constitucién y sistema econd-
mico, Madrid, 1985; BANO LEON, J. M.2. Potestades administrativas y garantias de las empresas en el Derecho
espaiiol de la competencia, Madrid, 1996; CASES PALLARES, L. Derecho administrativo de la defensa de la
competencia, Madrid, 1995; DE JUAN ASENJO, O. La Constitucién econémica espafiola, Madrid,
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en un trabajo de propdsito limitado como el presente volver sobre tal cuestién
en los términos en los que aquélla ha sido ya abordada. Pues poca podria ser
la contribucién que del mismo pudiera resultar. De ah{ su planteamiento,
que, al margen de la tarea dogmdtica ya cumplida, se propone pura y sim-
plemente volver a interrogar directamente al texto constitucional sobre su
regulacién de la economia para intentar descubrir las conexiones y los ele-
mentos sistemdticos que subyacen a ella y extraer desde los mismos algunas
conclusiones sobre el papel de los poderes publicos, en especial de la
Administracién publica, en la materia.

En tal sentido, el predmbulo de la Constitucidn refleja ya la necesidad
que sintié el sujeto constituyente de proclamar, en toda su complejidad, su
voluntad a la hora de aprobar y ratificar la norma fundamental. Dado el
cardcter estimativo del orden constitucional, esta proclamacién es sin duda
relevante para la interpretacién de éste. El contenido de tal proclamacién
identifica, en efecto y como resulta de la propia redaccién del predmbulo?,
las causas y, por tanto, los fines —lo que vale decir los valores o bienes— lti-
mos del referido orden en tanto que unidad o sistema. Aunque intimamen-
te interrelacionadas todas, entre ellas® destacan las dos siguientes:

1984; DE LA QUADRA-SALCEDO, T. «Constitucién y modelo econémico liberador», Cuadernos de
Derecho Piiblico, n.° 9 (2000); ESCRIBANO COLLADO, P. «El orden econémico en la Constitucién espa-
fiola de 1978», REDC, n.° 14 (1985); FERNANDEZ FARRERES, G. «El concepto de servicio publico y su
funcionalidad en el Derecho administrativo de la nueva economfia», Justicia Administrativa, n.c 18
(2003); FERNANDEZ GONZALEZ, E. J. La intervencidn del municipio en la actividad econdmica, Madrid,
1995; FERNANDEZ RODRIGUEZ, T. R. «Empresa publica y servicio publico: el final de una época»,
REDA, n.° 89 (1996); FERNANDEZ RODRIGUEZ, T. R. «Del servicio publico a la liberalizacién desde
1950 al 2000», RAR n.° 150 (1999); FERNANDO PABLO, M. «Las funciones del principio de unidad de
mercado en la jurisprudencia constitucionaly, REDA, n.c 73 (1992); FONT GALAN, J. I. «Notas sobre el
modelo econédmico de la Constitucién espafiola de 1978», RDM, n.° 152 (1979); FONT GALAN, J. L.
Constitucién econdmica y Derecho de la competencia, Madrid, 1987; GARCIA DE ENTERRIA, E. (dir.), La
distribucidn de las competencias econdmicas entre el poder central y las autonomias territoriales en el Derecho
comparado y en la Constitucion espaniola, Madrid, 1980; GARCIA-PELAYO, M. «Consideraciones sobre las
cldusulas econémicas de la Constitucién», en Obras completas, Madrid, 1992; GARRIDO FALLA, E. (dir.).
El modelo econdmico en la Constitucion espaiiola, Madrid, 1981; LINDE PANIAGUA, E., Introduccién al sis-
tema econdmico en la Constitucion espafiola, Valencia, 1987; MARTIN MATEO, R. Derecho Piiblico de la
economia, Madrid, 1985; MARTIN MATEO, R. Liberalizacion de la economia. Mds Estado, menos
Administracién, Madrid, 1988; MARTIN MATEO, R. El marco piiblico de la economia de mercado, Madrid,
1999; MARTIN-RETORTILLO, S., Derecho Administrativo econdmico, 1, Madrid, 1988; MARTIN-RETORTI-
LLO, S. (dir.) Derecho Administrativo econémico, 11, Madrid, 1991; MARTIN-RETORTILLO, S. «La ordena-
cién juridico-administrativa del sistema econémico en los dltimos cincuenta afios», RAR n.° 150
(1999); MUNOZ MACHADO, S. Servicio pitblico y mercado, 4 volimenes, Madrid, 1998; PAREJO ALFON-
SO, L. «Mercado de servicios en libre competencia y servicio publico en el orden comunitario europeo»,
en Anuario de derecho de la competencia 1996, Madrid; Rojo, A. «Actividad econdmica publica y acti-
vidad econémica privada en la Constitucién espafola», RDM, nims. 169-170 (1983); SANCHEZ BLAN-
CO, A. El sistema econdmico de la Constitucién espasiola, Madrid, 1991; SORIANO GARCIA, J. E. Derecho
piiblico de la competencia, Madrid, 1998; TORNOS Mas, J. «El proceso de distribucién de competencias
econémicas y la necesaria unidad de la politica econémica», REDA, n.° 29 (1981); VV.AA. La empresa
piiblica espariola: estudios, Madrid, 19805 VV. AA. Estudios de derecho piiblico econdmico. Libro homena-
je al Prof. Dr. D. Sebastidn Martin-Retortillo, Madrid, 2003.

2 El inciso final del predmbulo de la Constitucién reza, significativamente, asi: «En consecuencia, las
Cortes aprueban y el pueblo espanol ratifica la siguiente Constitucién».

? Ademds de las que se resaltan en el texto, figuran las siguientes: la consolidacién de un Estado de Derecho
(aseguramiento del imperio de la Ley como expresién de la voluntad popular); la proteccién de los espafioles
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— La garantia de la convivencia democritica dentro de la Constitucién y
de las Leyes conforme a un orden econdmico y social justo.

— La promocién del progreso de la cultura y de la economia para asegurar a
todos una digna calidad de vida.

La convivencia democrdtica organizada por el Derecho se entiende inescin-
dible de un orden econémico y social justo. Por eso mismo, el propio predmbulo
sefiala la aspiracién del establecimiento de una sociedad democrdtica avanzada. De
donde se sigue que el Estado constituido, en la medida en que, de acuerdo siem-
pre con el predmbulo, necesariamente protector de los derechos humanos y de las
culturas y tradiciones, lenguas e instituciones de los pueblos de Espafia, asf como
asegurador del imperio de la Ley expresién de la voluntad popular, ha de ser desde
luego, en cuanto organizacién y poder, autonémico, y en cuanto ordenamiento y
actuacién como un todo, democrdtico y de Derecho, pero inexcusablemente tam-
bién social. Nota ésta la social, que luce cabalmente en su funcién de promocién
del progreso de la cultura y de la economia, la cual vuelve a quedar vinculada al
orden sustantivo mediante su referencia a la digna calidad de vida.

La afirmacién del desarrollo de la convivencia democritica de conformi-
dad con un orden econémico y social justo en modo alguno anticipa o anun-
cia, en férmula condensada, la determinacién directa por la norma constitu-
cional de un concreto y preciso orden socio-econémico al que el poder cons-
tituido deba atenerse —deduciéndolo sin mds— en el proceso de desarrollo cons-
titucional’. Pero si que la justicia, es decir, el valor-contraste final de las deci-
siones y acciones del poder constituido, primariamente las integrantes de la
que la ribrica del Capitulo IIT del Titulo I CE denomina «politica social y eco-
ndémica», depende de la «optimizacién» en cada momento del cuadro de valo-
res y bienes para ella relevantes y desde luego del respeto del marco que la
norma fundamental le fija (de ahi que, segtn el articulo 1.1 CE, el ordena-
miento del Estado deba propugnar, aparte los de la libertad, la igualdad y el
pluralismo politico, el valor superior de la justicia).

y los pueblos de Espafia en el ejercicio de los derechos humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e ins-
tituciones; el establecimiento de una sociedad democrdtica avanzada; y la colaboracién en el fortalecimien-
to de unas relaciones pacificas y de eficaz cooperacién entre todos los pueblos de la Tierra.

* El empleo por el constituyente del articulo indeterminado «un» excluye por si mismo la posibilidad de cual-
quier otra conclusién. El Derecho originario comunitario europeo, de conformidad con el cual ha de inter-
pretarse la CE, corrobora lo sostenido en el texto, ya que en el tampoco cabe encontrar un concepto preciso
de desarrollo o progreso econdmico. El articulo 2 del vigente TUE consagra como objetivo idéntica promo-
cién del progreso econémico y social, pero lo liga a la consecucién de un «desarrollo equilibrado y sostenible»
y al empleo de los siguientes medios: la creacién de un espacio sin fronteras interiores, el fortalecimiento de
la cohesién econdémica y social y el establecimiento de una unién econédmica y monetaria. Y el articulo 2 del
Tratado de la Comunidad Europea, que identifica igualmente la misién de ésta con la promocién del desarro-
llo de las actividades econémicas, califica dicho desarrollo como armonioso, equilibrado y sostenible y pone
al servicio de su realizacién, ademds, del establecimiento de un mercado comin y de una unién econémica y
monetaria, el conjunto de las polfticas o acciones comunes previstas por el Tratado y enumeradas en sus arti-
culos 3 y 4. El Tratado por el que se establece una Constitucién para Europa (pendiente de ratificacién con
las dificultades que son conocidas) se mantiene igualmente en un plano incompatible con la determinacién
de un preciso modelo. Su articulo 1-3.3 impone a la Unidén obrar en pro del desarrollo sostenible de Europa
basado en un crecimiento econémico equilibrado y en la estabilidad de los precios, en una economfa social
de mercado altamente competitiva, tendente al pleno empleo y al progreso social, y en un nivel elevado de
proteccién y mejora de la calidad del medio ambiente. En adelante se cita este texto como Tratado.
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La alusién a un orden social y econémico justo no excluye la identificacién
de la «economia» como un dmbito especifico (junto con la cultura) para la
accién del Estado orientada por el fin de la digna calidad de vida de todos; fin
que despeja cualquier duda sobre el significado y el alcance en este terreno del
valor superior de la justicia al conectarlo con los también superiores de la digni-
dad de la persona y el libre desarrollo de la personalidad en tanto que, segun el
articulo 10.1 CE, fundamento del entero orden politico y de la paz social, es
decir, del orden constitucional como un todo o unidad. En la voluntad consti-
tuyente de que tenga lugar una continuada «promocién» en este dmbito se
manifiesta, pues, la procedencia de la antes aludida «optimizacién» de valores y
bienes en términos mds concretos de«progreso» de la economia (y la cultura).

Tampoco el progreso tiene aquf un significado tinico y preciso y en nin-
gan caso en el sentido de equivalente a crecimiento cuantitativo. Lo impide
el fin que lo cualifica, en tanto que dota al progreso, de un lado, de una
doble dimensién cultural y econémica incompatible con un concepto tan
estrecho y, de otro, de una amplitud tal que lo confunde, gracias a la cone-
xién con el fundamento del orden politico y la paz social que le asegura
—como ya ha quedado establecido- el articulo 10.1 CE, con la éptima reali-
zacién del orden constitucional como tal. El progreso, como valor y, por
tanto, bien constitucional, se cifra, por relacién a su meta, en una digna cali-
dad de vida, es decir, en una calidad de vida acorde con la dignidad de la per-
sona en sociedad de que trata el repetidamente citado articulo 10.1 CE. Y
esa calidad de vida en que debe traducirse la realizacién permanente del
orden constitucional se predica de todos, lo que implica de suyo una doble
dimensién individual y colectiva del progreso de la economia como condi-
cién de aquélla: la que proporcione calidad a la vida de cada una de las per-
sonas (no sélo de los espafioles o ciudadanos cualificados por la nacionali-
dad) y la que haga lo propio a la vida en colectividad, en particular en las
colectividades en las que las personas se integran politica y administrativa-
mente conforme a la organizacién territorial del Estado. No puede sorpren-
der, por ello, que el articulo 129.1 CE, al prescribir la obligada participacién
de los interesados en organismos publicos relevantes en la materia, mencio-
ne conjuntamente la calidad de vida y el bienestar general.

La promocién del progreso de la economia ha de tener por objeto, en
todo caso, «asegurar» la apuntada situacién de calidad de vida. La eleccién del
verbo «asegurar» contribuye sin duda a precisar el alcance de la promocién.
Pues si ésta comporta la afirmacién de un papel activo del Estado constituido
en la economia, su conceptuacién como aseguradora pone de relieve su con-
sistencia desde luego en una accién de prevencién de los riesgos de perturba-
cidn, dificultacién o impedimento del progreso preciso para la consecucién o
el mantenimiento de la referida situacién, asi como, en su caso, de correccién
o superacién de las consecuencias de la actualizacién de tales riesgos.

La promocién del progreso de la economia prefigura asi un dato consti-
tucional relevante: la concernencia del Estado-organizacién o poder constitui-
do por la vida econémica al hacerse presentes en ésta intereses generales (publi-
cos) que deben ser gestionados por aquél.
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Desde estas consideraciones adquiere todo su sentido lo dispuesto en el
articulo 9.2 CE, que hace referencia a los distintos aspectos o dimensiones de
la vida colectiva: la politica, la econémica, la cultural y la social. La voluntad
constituyente expresada en el predmbulo se convierte aqui en un complejo
mandato normativo caracterizador del Estado democrdtico de Derecho como
social; mandato que comprende la promocién de las condiciones precisas
(individuales y grupales o colectivas), la remocién de los obstdculos que se
opongan a su plenitud; y la facilitacién de la participacién ciudadana en todas
las dimensiones de la vida colectiva. Aunque es evidente que del precepto
constitucional no cabe inferir consecuencias significativas en cuanto a la exten-
sién, la intensidad, la forma o el alcance de la intervencidn estatal, también lo
es que en €l se legitima esa intervencién, de modo que la economia no escapa,
sino todo lo contrario, a la accién estatal de configuracién y a una accién no
precisamente limitada al plano de la tutela juridica, sino, antes al contrario,
comprensiva, de modo consustancial, de la procura del impacto efectivo en la
realidad’. Lo que hace de la economifa una materia o un campo no sélo sus-
ceptible, sino vocado, mds que simplemente proclive, a la administrativiza-
cién. Pues la accidn estatal, que obviamente ha de desarrollarse de acuerdo con
la 16gica que la norma fundamental imponga desde la divisién vertical de
poderes, precisa, por su propio objeto, del entero ciclo de la gestién publica
(normacién y ejecucion). El conjunto de intereses generales reconducible al
progreso de la economia integra, pues, una tarea propia del complejo Gobier-
no-Administracién publica ya desde la Constitucién en virtud de la direccién
de la politica interior y de la Administracién publica que atribuye el articulo
97 CE al Gobierno, en tanto que titular de la funcién ejecutiva, y de la servi-
cialidad a los referidos intereses desde la que el articulo 103.1 CE caracteriza
al entero poder publico administrativo®. En tanto que organizado territorial-
mente en los términos del articulo 137 CE, es decir, articulado sobre instan-
cias territoriales dotadas de autonomia para la «gestién de sus respectivos inte-
reses», el Estado social-administrativo asi implicado ha de cumplir el mandato

5 Asf es también desde la perspectiva del Derecho originario comunitario europeo. Ademds de las politicas
comunitarias sectoriales de contenido econédmico previstas en el articulo 3 del TCE, el articulo 4 del
mismo trata de la inclusién por la accién de los Estados miembros y de la Comunidad de politicas econd-
micas (los primeros) y de una politica econémica basada en la coordinacién de las anteriores (la segunda)
que han de respetar el principio de una economia de mercado abierta y de libre competencia. En el
Tratado por el que se establece una Constitucién para Europa no hay novedad significativa a este respec-
to, como se deduce de sus articulos I-13 a I-15, ambos inclusive.

¢ La integracién de Espafa en la Comunidad Europea, que obliga a interpretar la CE como formando
«bloque» con el Derecho originario comunitario, refuerza e incluso potencia la responsabilidad consti-
tucional directa del complejo Gobierno-Administracién, especialmente del Gobierno y la
Administracién generales. Pues en los asuntos de competencia comunitaria queda diluida la reserva
constitucional de Ley y al Gobierno nacional corresponde la representacién y defensa de los intereses
espafioles en el proceso de toma de decisiones comunitarias que luego han de ser ejecutadas internamen-
te. Téngase en cuenta que el articulo 99 del TCE califica las politicas econémicas de los Estados miem-
bros, a efectos de su coordinacién, como de «interés comitn»; razén por la cual se apodera a la
Comunidad Europea para la supervisién de la evolucién de la economia en los distintos Estados miem-
bros. El Tratado por el que se establece una Constitucién para Europa mantiene, en su articulo I11-179,
las previsiones del citado articulo 99 del TCE.
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del articulo 9.2 CE y desarrollar las tareas aludidas a través de dichas instan-
cias territoriales y, por tanto, del ejercicio por ellas de las competencias que
les estén en cada momento atribuidas. Ello presupone la diversificacién por
circulos, cabalmente los referibles a las referidas instancias, de los intereses
generales (publicos) y, por tanto los de indole econémica.

Resumiendo. La Constitucidn:

a) Considera la economfa como un 4mbito o una dimensién de la vida
colectiva relevante para la efectividad y la plenitud del orden constitu-
cional sustantivo, en la medida en que de su progreso depende, en
tanto que condicién necesaria aunque no suficiente, la calidad de vida
adecuada a la dignidad de la persona que se predica para todos.

b) Lejos de proclamar la neutralidad del Estado respecto de la vida econé-
mica, afirma su responsabilidad en el desarrollo de ésta; responsabili-
dad, que traduce en una funcién de promocién para el aseguramiento
de la calidad de vida, a cumplir necesariamente mediante una accién
de intervencién en la economia -en los términos del mandato que con-
tiene el articulo 9.2 CE y atenida a los intereses generales implicados-
dirigida al progreso hacia un orden econémico y social justo; férmula
que, lejos de definir un determinado modelo o sistema econémico,
remite simplemente al orden constitucional sustantivo presidido por el
valor superior proclamado en el articulo 10.1 CE.

¢) Deriva de la anterior responsabilidad la imposicién al Estado consti-
tuido una consecuente politica social y econdémica en el plano del
desarrollo constitucional; politica que: 7) forma parte asi necesaria-
mente de la gestién de los intereses publicos que incumbe a las dife-
rentes instancias integrantes de la organizacién territorial del Estado;
e ii) reclama, por su propio objeto y finalidad, su desarrollo a la largo
del entero ciclo de la aludida gestién de los asuntos publicos, incor-
porando —en la medida en que lo exija asf la satisfacciéon del pertinen-
te interés general— la accién gubernativo-administrativa y, en particu-
lar, la de ejecucién administrativa. De donde se sigue que la respon-
sabilizacién del Estado por la economia alcanza directamente, desde
la Constitucién, al complejo Gobierno-Administracién en todas las
instancias territoriales del Estado, conforme a la distribucién de
competencias entre éstas.

II. EL CONTENIDO Y ALCANCE CONSTITUCIONALES
DE LA ECONOMIA

El texto dispositivo de la Constituciéon traduce las consideraciones del
predmbulo identificando la economia como dmbito que concierne al Estado,
cuya relevancia justifica la dedicacién a ella, junto con la Hacienda, de un
entero Tfitulo, el VII de la norma fundamental.
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Se trata de un dmbito de la realidad social de confines ciertamente impre-
cisos, pero desde luego de notable amplitud. Conforme al expresado titulo:

— Se refiere a la riqueza (a toda ella), de la cual se advierte que adopta
distintas formas y puede ser objeto de diferentes titularidades (articu-
lo 128.1 CE).

—Y, en efecto, la riqueza aparece compuesta, en todo caso, tanto por cosas,
recursos o medios de produccién (todos ellos), como por actividades en
general o servicios en particular (la totalidad de unas y otros) [articulos
128.2y 129.2 CE]. Para los primeros lo relevante es la organizacién de su
apropiacién, uso y disfrute y disposicién (su propiedad, como dice el
articulo 129.2 CE para los medios de produccién); organizacién que gira,
en lo fundamental, sobre las instituciones de la propiedad y del dominio
publico y comunal (articulo 132, en relacién con el articulo 33 CE). Para
los segundos lo determinante es la iniciativa (para la actividad en tanto
que empresa) y, por tanto, el régimen de su desarrollo, segiin que sean
accesibles a todos los sujetos, publicos y privados (inciso inicial del articu-
lo 128.2 en relacién con el articulo 38 CE) o que el acceso a ellas de los
sujetos privados esté mds o menos restringido o condicionado o incluso
reservado a los sujetos publicos (inciso segundo del articulo 128.2 CE).
Con estos términos de organizacién de los bienes y de las actividades se
corresponde el reconocimiento de que la relacién con unos y otros da
lugar a intereses privados e intereses generales, como resulta de: 7) la
importante regla de la subordinacién al interés general de toda la
riqueza en sus distintas formas y sea cual fuere su titularidad
(128.1CE); y 77) la habilitacién al poder publico para, en caso de exi-
gencia del interés general, acordar la intervencién de empresas (sinéni-
mo aqui de unidades de organizacién de actividades de contenido eco-
némico sostenidas por sujetos privados) [articulo 128.2 CE].

— La perspectiva preferente de la economia es la de la actividad, si bien
presuponiendo obviamente la precisién por ésta de medios, recursos y
cosas, cuyo régimen no es indiferente para aquélla. Al establecer la nece-
saria habilitacién a los sujetos publicos, el inciso inicial del articulo
128.1 CE se refiere por ello a la «actividad econémica», que necesaria-
mente no es otra que la que, en virtud de la libertad de empresa en el
marco de la economia de mercado, pone en la disposicién de los suje-
tos privados. Y al reservar la correspondiente competencia en la materia
a favor del Estado en sentido estricto, el articulo 149.1.13 CE se refie-
re igualmente a la planificacién de la «actividad econdémica.

La actividad que incluye la economia es desde luego toda la de conteni-
do y finalidad econdmicos, la cual en modo alguno es una magnitud
dada, sino antes al contrario variable y evolutiva por su marcado cardc-
ter contingente e histérico. Como también presenta por ello este
mismo cardcter el deslinde entre las actividades de contenido econé-
mico libremente accesibles a todos los sujetos —privados (en virtud de
la libre empresa; articulo 38 CE) y publicos (en virtud del reconoci-
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miento de la iniciativa publica en la actividad econdémica; articulo
128.2, inciso inicial, CE)—, de las que su acceso por los sujetos priva-
dos estd restringido o condicionado o incluso en principio excluido
por reservadas a los sujetos publicos. La Constitucién renuncia, por
ello, a efectuar por si misma dicho deslinde, remitiéndolo a la Ley
(articulo 128.2, inciso segundo, CE).

Dada la relacién del régimen de las actividades econémicas con el de los
medios, recursos y cosas, la delimitacién del dmbito de las férmulas
organizativas de su apropiacidn, uso y disfrute y disposicién es igual-
mente contingente e histérico, efectudndose directamente por la
Constitucién sélo de manera muy parcial (por la via de la excepcién en
el articulo 132 a la regla general del articulo 33 CE) y quedando entre-
gada, asf, también sustancialmente a la Ley.

La amplitud de la economia es la que permite la diferenciacién de una
«economia general» y una «actividad econdémica general», de las que
hablan, respectivamente, los articulos 38 y 131.1 CE y que presuponen
economias —integradas por conjuntos de actividades econdémicas— par-
ciales, incluso y sobre todo territoriales. Estas tltimas y su relacién con
la general afloran en la alusién que al «desarrollo regional» y la proce-
dencia de su equilibrio y armonizacién hace el articulo 131.1 CE.

La anterior diferenciacién es independiente de la que resulta de la seg-
mentacién de la economia por tipos de actividades o «sectores econd-
micos» a los que se refieren el articulo 130.1 (destacando la agricultura,
la ganaderfa, la pesca y la artesania), incluso desde el punto de vista del
lugar o las condiciones especiales de realizacién (zonas de montafa), y
también el articulo 131.1 CE en términos de desarrollo sectorial reque-
rido de equilibrio y armonizacién.

Ambas perspectivas —territorial y funcional o sectorial- de la economf{a
son independientes y compatibles entre si, de modo que la accién sobre
la economia general puede producirse desde luego por sectores econé-
micos. Esto es asi porque la economia general engloba necesariamente a
las economifas territoriales parciales, de modo que su gestién incluye
cuanto demande justamente el interés general, es decir, los intereses
publicos cuya gestién estd constitucionalmente asignada al poder cen-
tral. Desde la éptica de la accién publica se reserva a éste, en efecto, sélo
la competencia relativa a las bases y la coordinacién de la planificacién
general, pero para su ejercicio sobre la entera materia de la «actividad
econémicar, es decir, de toda la economia. Lo confirman las previsio-
nes del articulo 131.2 CE sobre el proceso decisional (en el que deben
intervenir tanto las Comunidades Auténomas, como las organizaciones
de los agentes socio-econémicos) cuando se trata de «ordenar» la eco-
nomia general. Los términos de la apuntada reserva competencial a la
instancia general o central permiten ciertamente, pues, la asuncién
estatutaria por las Comunidades Auténomas de la competencia sobre
el resto de la gestién de la materia, pero referida ya exclusivamente a
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sus respectivas «economias» en virtud de la circunscripcién legal de
sus dmbitos competenciales a los pertinentes «circulos de interés».
Posibilidad de asuncién ésta tltima que, atin cumpliéndose, en modo
alguno cierra tampoco la de acotacién legal en favor de las instancias
locales de la competencia que proceda sobre la correspondiente «econo-
mia local.

— La regla de la subordinacién de toda la riqueza al interés general, al pro-
pio tiempo que establece la relacién entre éste y el interés privado, sefia-
la claramente el criterio y el limite de la accién del Estado en la promo-
cién del progreso de la economia: la promocién debe alcanzar cierta-
mente a todo, pero sélo a cuanto reclame el interés general.
Obviamente el interés general en la economia deriva primariamente de
la regulacién contenida en el Titulo VII ahora comentado puesto en
relacién con el contenido del Capitulo III del Titulo I CE, es decir, el
que define los objetivos de la politica social y econémica.

I11. LAS INSTITUCIONES DE LA ECONOMIA GENERAL
EN TANTO QUE ORDEN

Siendo la CE una unidad o sistema, los articulos 128 a 132 CE presupo-
nen, por de pronto, la existencia de un orden en la economia general; precisa-
mente el orden derivado de su articulacién y funcionamiento (en términos de
actividades econémicas) conforme, necesariamente, a determinadas institucio-
nes, concretamente las que se precisan a continuacién.

1. El mercado

La institucién que organiza, en principio, las actividades econdmicas no es
otra que el mercado. Asf resulta:

— Del reconocimiento, como derecho, de la libertad de empresa precisa-
mente en el «marco de la economia de mercado» (articulo 38 CE), desde
el que se entienden: ) la afirmacién de la existencia de una pluralidad de
formas y de distinta titularidad (publica y privada) de la riqueza (articulo
128 CE); i) la alusién a la empresa como sujeto de la actividad econémi-
ca, que es propietaria de los medios de produccién, de modo que el poder
publico debe procurar los medios que faciliten el acceso de los trabajado-
res a la propiedad de éstos y puede intervenirla cuando asf lo exija el inte-
rés general (articulo 129 CE); y 7i7) la regulacién de la accién de los pode-
res publicos desde su incidencia de una manera u otra en el desarrollo de
actividades que se da por supuesto es desarrollada por sujetos privados y,
en su caso, sujetos publicos, pero en ejercicio simplemente de la iniciati-
va en la actividad econdmica (articulos 130 y 131 CE).

Interpretado el articulo 38 CE, en su relacién sistemdtica con los
articulos 128 a 132 CE y, como debe ser, desde el entendimiento de
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la CE como elemento del «Verfassungsbund» que forma con el
Derecho originario comunitario europeo, la opcién por la economia
de mercado y, por tanto, por la organizacién de la actividad econémi-
ca sobre la institucién del mercado, representa una decisién bdsica o
principial, pues aparece proclamada justamente como principio que
debe ser respetado por la accién de los poderes piblicos en los articu-
los 4y 98 del TCE .

— De la habilitacién expresa de la iniciativa publica en la actividad econé-

mica, es decir, del apoderamiento al poder pablico para emprender acti-
vidades econémicas en el mercado (articulo 128.2 CE).
Esta habilitacién, que en cualquier caso no pone en cuestién el merca-
do, es perfectamente congruente con el Derecho originario comunitario
europeo, que s neutral o indiferente respecto a la permisién o no de la
1n1c1at1va pubhca econdmica, segin se desprende del articulo 295 del
TCE" Por ello mismo, este Tratado, cuando asf procede por razén del
objeto regulado, debe contemplar y contempla la posible existencia de
empresas publicas.

— De la previsién de la reserva por Ley al sector publico, incluso en caso
de monopolio, de determinadas actividades econdmicas; reserva, que
debe entenderse, dada su formulacién, que supone una excepcién a la
regla de principio establecida en el articulo 38 CE (articulo 128.2 CE).
También esta disposicidn, de la que resulta el deslinde por Ley, como-
efecto negativo de las reservas al sector publico, del 4mbito material de
operatividad de la libertad de empresa y, por tanto, de la institucién del
mercado, es plenamente conforme con el Derecho originario, segtin-
resulta sin més del articulo 86 del TCE .

Como institucién, el mercado:

a) Presupone la libertad de empresa (complementada por la iniciativa
publica en la actividad econémica)", lo que quiere decir, el libre acce-
s0, la libre permanencia y el libre abandono del mismo", ya que requie-
re pluralidad de actores.

7 El Tratado por el que se establece una Constitucién para Europa no supone alteracién alguna en este
punto, segun se desprende del contenido de su articulo ITI-178, si bien su articulo I-3.3 habla, mds mati-
zadamente, de una economfa social de mercado altamente competitiva.

¢ El Tratado por el que se establece una Constitucidn para Europa este precepto pasa a ser el articulo
[11-425.

? Precepto equivalente se encuentra en el Tratado por el que se establece una Constitucién para Europa. Se
trata del articulo I1I-166.

"* Como ya se ha sefialado en el texto, el articulo 38 CE vincula libertad de empresa y economfa de mer-
cado, haciendo de ésta, correctamente, el marco propia de aquélla. La prevision independiente en el
articulo 128.2 CE de la iniciativa publica en la actividad econdémica, sustancialmente distinta a la liber-
tad de empresa, se entiende desde el estatuto subjetivo propio del poder publico y, en particular, el
poder publico administrativo, montado no desde la libertad y la autonomfa-capacidad universal, sino
justamente desde la legalidad-competencia y la heteronomfa.

" En este triple aspecto se concreta el contenido de la libertad de empresa conforme a la doctrina del

Tribunal Constitucional. En este sentido, SsTC 37/1981, 37/1987 y 225/1993.
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b) Impone, por serle consustancial®?, la igualdad de los actores en su
actuacion en el mercado, es decir, la libre concurrencia o competencia.

Esta interpretacién es imperativa desde luego desde la obligada conside-
racién de la CE, como ya se ha dicho, en el bloque que forma con el
Derecho originario comunitario europeo. En los ya citados articulos 4 y 98
del TCE el principio de economia de mercado se extiende sin mds a la libre
competencia®.

En tanto que organizador de la actividad propia de la economia general,
el mercado es una institucién garantizada por la norma fundamental. Su
garantia directa por ésta es cualitativa, en el sentido de que no comprende un
definitivo y preciso elenco de actividades, pero, por ello mismo, es tnico en su
l6gica de funcionamiento, lo que comporta:

1.2 Su condicién de pieza necesaria del ordenamiento constituido en su
totalidad.

2.2 El juego, en el marco que de él resulta y para cuantas actividades en cada
momento comprenda, de todos los derechos relevantes para su funcio-
namiento —en particular y, ademds del de libertad de empresa, los de
libre circulacién de bienes (mercancias y servicios), capitales y personas,
libre prestacién de servicios y libre establecimiento— y su ejercicio con-
forme al régimen propio de la libre concurrencia o competencia, con
correlativa prohibicién de la adopcién por cualquier poder publico de
cualesquiera medidas que, directa o indirectamente, obstaculicen tales
derechos, asi como imposicién a dicho poder publico de velar desde
luego por la referida libre competencia. Este es el sentido que, integrdn-
dolo en el complejo normativo que forma la CE con el Derecho origi-
nario comunitario europeo, debe darse al articulo 139 de la norma fun-
damental y, por tanto, al denominado principio de unidad del mercado.
Tanto mds, cuanto que esta unidad es decisiva hoy para la efectividad de:
7) el mercado comuin o mercado interior de que hablan los articulos 2 y
3.1, ¢) del TCE y, mds ambiciosamente, del espacio sin fronteras inte-
riores a que alude el articulo 2 del TUE; y 77) el funcionamiento del mer-
cado comun o interior europeo como pieza de una economia abierta, tal
cual exigen los articulo 4.1 y 98 TCE, lo que vale decir en primer lugar
al entero espacio sin fronteras producto de la integracién supranacional.
Pues en tal mercado comun o interior europeo, propio de una econo-
mifa abierta, rigen tanto las antes enumeradas libertades [articulo 3.1, ¢),
en relacién con los articulos 39 y sgs. TCE], como la interdiccién a los
Estados miembros de derechos de aduana y de restricciones cuantitati-
vas a la entrada y salida de mercancias y de cualesquiera otras medidas
de efecto equivalente [articulo 3.1, 2) en relacién con los articulos 28 a
31 TCE]. Y carece de todo sentido que la consistencia del mercado

2 Aunque el articulo 38 CE no menciona expresamente la libre concurrencia o competencia, es claro que
ésta estd implicita en la proclamacién de la libertad de empresa en el marco de la economia de mercado.
" Lo mismo sucede en el articulo III-178 del Tratado por el que se establece una Constitucién para Europa.

" En este sentido, las SSTC 176/1982 y 96/1984.
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tinico comunitario europeo sea superior a la del mercado tnico deter-
minado por el orden constitucional interno.

3.0 Su cardcter, por ello, de pieza resultante de una configuracién admi-
nistrativa continuada, en el sentido de que su funcionamiento efecti-
vo conforme a la 16gica de la libre competencia que le es propia depen-
de de la vigilancia de su evolucién vy, en su caso, de la intervencién
administrativa dirigida a prevenir la actualizacién de riesgos de desvir-
tuacién, corregir las consecuencias de dicha actualizacién y sancionar
las infracciones. En definitiva y al no poder existir el uno sin la otra,
mercado y politica piblico-administrativa de libre competencia apare-
cen estrechamente imbricados; politica ésta, que forma parte, por
demds, del nicleo duro de la politica econémica.

La necesidad y unidad del mercado no es, por lo dicho, incompatible con
la variabilidad de su contenido (las actividades a las que sirve de marco institu-
cional) en el tiempo y el espacio. Lo primero resulta con naturalidad de la con-
tingencia e historicidad de la decantacién de los intereses generales o puablicos y
particulares o privados, razén justamente por la cual la Constitucién no se pro-
nuncia por ningdn orden econémico concreto, entregando su definicién al con-
tinuado proceso de desarrollo constitucional en el seno de la estructura estatal;
definicién, de la que ha de derivar en cada momento —como consecuencia de la
identificacién, a partir y sobre la base de valores y bienes constitucionales, de
intereses generales demandantes de la restriccion o incluso exclusién del juego
del mercado— la delimitacién negativa de las actividades incluidas en este ulti-
mo. De la Constitucién no es posible extraer un preciso limite a esta operacién
de delimitacién mds alld del que comporta la combinacién de: 7) la opcién bési-
ca de la organizacién de principio (lo que parece implicar: con cardcter de regla
general) de las actividades de contenido econémico con arreglo a la institucién
del mercado; y ii) el requerimiento de que toda restriccién o incluso exclusiéon
del mercado se refiera precisamente a actividades-servicios que presenten la nota
de «esencialidad»” (articulo 128.2 CE). Del bloque del que, junto con el
Derecho originario comunitario europeo, forma hoy parte la Constitucién se
infiere, sin embargo y ademds de la correccién de la afirmacién anterior, la plena
legitimidad en el orden supranacional de la organizacién publica del desarrollo
de actividades y, por tanto, la prestacién de servicios que, atin siendo econémi-
cos, presenten un interés general suficiente para ello'.

" Sobre el significado del cardcter esencial en actividades-servicios, véanse las SsTC 74/1982, 79/1982
51/1986, 8/1992 y 206/1990.

' Pues del articulo 86 TCE se deduce la viabilidad del otorgamiento por el poder publico de derechos espe-
ciales o incluso exclusivos respecto de determinadas actividades de interés econémico general y, por tanto,
de la legitimidad de la existencia de un elenco de actividades sustraidas al mercado cuando y en la medida
misma en que asf lo requiera el interés general que se haga presente en ellas y a pesar de su contenido o
cardcter econémico. Y sobre ello el articulo 16 TCE determina, precisamente por el valor que los servicios
de interés econémico general ocupan entre los valores comunes de la Unién Europea y su papel en la pro-
mocién de la cohesién social y territorial, que la Comunidad Europea y los Estados miembros deben velar,
en el dmbito de sus respectivas competencias, por que dichos servicios actien con arreglo a principios y
condiciones que les permitan cumplir su cometido (es decir, principios y condiciones o lo que es lo mismo
criterios y reglas, propios y, por tanto, distintos de los del mercado y la libre competencia).
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Lo segundo, es decir, la variabilidad en el territorio de la economia de
mercado viene impuesta por la organizacion territorial del Estado y la doble
consecuencia que de ésta se sigue: la diferenciacién de economifas territoriales
y la distribucién de competencias en materia de economia. La unidad de mer-
cado no se opone, pues, a que, en virtud de sus competencias en la materia y
para las actividades econémicas que queden en los circulos de intereses publi-
cos cuya gestién les corresponda, las Comunidades Auténomas, asi como, en
su caso, también, las Administraciones locales establezcan restricciones y, en su
caso, exclusiones propias al mercado. Como tampoco lo hace a la igualdad de
derechos en todo el territorio nacional (articulo 139.1 CE), pues los derechos
que, segin se ha razonado, estdn vinculados a la légica institucional del mer-
cado no incluyen disposicién alguna sobre el acceso mismo a concretas activi-
dades econdmicas. Y tal variabilidad en modo alguno es tampoco contraria al
Derecho originario comunitario europeo, ya que es igualmente caracteristica
de la integracién supranacional, en la medida en que ésta da lugar a que la eco-
nomia general propia forme parte de la mds amplia economia comunitaria, en
la cual se decantan intereses generales asimismo comunitarios (los que el arti-
culo 98 TCE califica de «intereses comunes») que justifican competencias
comunitarias: la de velar por la libre competencia respecto de actividades con
relevancia para el mercado comun (articulos 81 y sgs. TCE)"” y la de coordi-
nacién de las politicas econdmicas estatales (articulos 99 y sgs. TCE)*.

Del Derecho originario comunitario europeo, concretamente del articulo
86 TCE, tal como es objeto de interpretacién por la jurisprudencia del
Tribunal de Justicia, sf resulta una ulterior precisién para la correcta interpre-
tacién del orden constitucional. En el se exige, en efecto y para su validez, la
justificacién, en términos de razonabilidad, de toda restriccidn o exclusién del
mercado (la concesién de derechos especiales o exclusivos en alguna actividad),
teniendo en cuenta que la entrega a la libre competencia es principio general
(articulos 4.1 TCE) y, al mismo tiempo, la funcién de promocién de la cohe-
sién social y territorial de los servicios de interés econémico general constitu-
ye un importante valor comtn (articulo 16 TCE). Es claro, asi, que, teniendo
el mercado idéntica posicién principial en la CE, la reserva al sector publico
que autoriza el articulo 128.2 CE requiere, para su validez, de su suficiente jus-
tificacién en el interés general, lo que vale decir en valores o bienes constitu-
cionales de entidad bastante para ello.

Una dltima, pero importante precisién: siendo, como es, una institucién
garantizada y entregada a la accién configuradora constante del poder publico
(en el sentido y con el alcance ya indicados y a través de la politica de defensa
de la competencia), el mercado es, en si mismo, también un valor y un bien
constitucional cuya consecucién concierne al poder publico constituido. Lo
que significa: la vigencia efectiva del mercado, con el 4mbito que tenga en cada
momento, y su correcto funcionamiento integran un verdadero interés gene-

7 Articulos III-161 y sgs. del Tratado por el que se establece una Constitucién para Europa.
** Articulos I1I-178 y sgs. del Tratado por el que se establece una Constitucién para Europa.
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ral, con las consecuencias que de ello se siguen para la actuacién de los pode-
res publicos en general y el poder publico administrativo en particular. Asi lo
corroboran:

— El inciso final del articulo 38 CE, cuando impone a los poderes publi-
cos el deber de garantizar y proteger el ejercicio de la libertad de empre-
sa (s6lo posible en el marco de la economia de mercado) y la defensa de
la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economia general
¥, en su caso, de la planificacién.

— El inciso inicial del articulo 129.2 CE, que asigna a los poderes publi-
cos la promocién eficaz de las diversas formas de participacién en la
empresa (se entiende la empresa a que alude el articulo 38 CE); el
fomento, mediante una legislacién adecuada, de las sociedades coopera-
tivas; y el establecimiento de los medios que faciliten el acceso de los tra-
bajadores a la propiedad de los medios de produccidn.

En tanto que de interés general, el mercado, que organiza las actividades
econdmicas desarrolladas en ejercicio de la libertad de empresa y la iniciativa
publica econdémica, da lugar a una realidad social organizada (el que, en con-
traposicion al sector publico de que inmediatamente se tratard, puede califi-
carse de sector privado), teniendo la organizacion de éste enorme relevancia
constitucional. De un lado, estdn los sindicatos (fruto del ejercicio del derecho
fundamental de libre sindicacién; articulo 28 CE) y de otro se encuentran las
organizaciones profesionales de los empresarios (fruto del derecho fundamen-
tal de asociacién; articulos 22 y 52 CE), que constituyen las estructuras socia-
les sobre las que nada menos que el articulo 7 CE, desde su privilegiada posi-
cién sistemdtica, puede afirmar que los sindicatos de trabajadores y las asocia-
ciones empresariales contribuyen a la defensa y promocidn de los intereses eco-
ndémicos y sociales que le son propios.

2. El sector piiblico

En la economia general mercado y sector piblico conviven. A este se refie-
re expresamente el articulo 128.2 CE con ocasién de la reserva al mismo de
recursos o servicios esenciales, mientras que la heterogeneidad de las activida-
des econdémicas privadas aparece en el articulo 130.1 CE con el cardcter sim-
plemente de «sectores econémicosy». Ex Constitutione se diferencia en la econo-
mia general, pues, un sector publico y un sector privado; clasificacién subjeti-
va o de los actores en la economia, que se mueve en plano distinto a la de las
actividades por relacién a su organizacién o no por el mercado.

Esta convivencia de ambos sectores es, por ello, aproblemdtica siquiera
considerando el sector puiblico como el conjunto de las empresas creadas por
los poderes puiblicos o en mano total o parcialmente de éstos, es decir, como
el fruto en cada momento de la iniciativa econdémica por parte de éstos. El
inciso inicial del articulo 128.2 CE circunscribe estrictamente su alcance, ya
por razén de su propio tenor literal, a la necesaria habilitacién para el desarro-
llo de la actividad econdmica, que, a falta de ella, sélo podria desplegarse por
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los sujetos privados, en tanto que titulares exclusivos de la libertad de empre-
sa reconocida en el articulo 38 CE. De ello se sigue con toda naturalidad que
el régimen de ejercicio de la actividad derivada de la iniciativa pablica econé-
mica no es otro que el propio de la economia de mercado establecido por este
ultimo precepto constitucional (y, por tanto, el de la libre competencia). Lo
que corrobora plenamente el Derecho originario europeo (articulo 86 TCE),
de otro lado neutral respecto de la iniciativa publica de que se trata y sus con-
secuencias en cuanto a la propiedad (articulo 295 TCE). Lo tnico que en el
sector puiblico asi entendido no pertenece a la légica del mercado es la inicia-
tiva econdémica misma (separable de la actividad econdmica a desarrollar en
virtud de la misma y de su organizacién en empresa), que es una decisién
publica dnicamente justificable por relacién al interés general y cuya lgica es
la propia de las decisiones del poder publico (administrativa, en su caso).

De la distribucién territorial al interior del Estado de las competencias en
materia econémica se sigue sin mds la pluralidad de los poderes publicos capa-
ces de actuar la iniciativa publica en la actividad econémica y, por tanto, tam-
bién de los sectores puiblicos. El articulo 134 CE, al tratar de los Presupuestos
Generales del Estado, habla por ello sélo del «sector puiblico estatal», presupo-
niendo implicitamente la existencia de los sectores publicos «autonémicos» y
«locales». Lo que se corresponde con la doble diferenciacién de economias regio-
nales y locales en el seno de la economia general y de circulos territoriales de inte-
reses generales mds circunscritos dentro del complejo total de intereses genera-
les. La distincién entre sector puiblico estatal o de la instancia general del Estado
y sector publico total (comprensivo del anterior y los demds sectores publicos
territoriales) aparece en el articulo 136 CE desde la perspectiva de la competen-
cia directa del Tribunal de Cuentas para el control del primero y su actuacién en
todo caso como supremo 6rgano fiscalizador de todo el segundo.

La expresién «sector publico estatal», tal como la emplea el citado articulo
134 CE, es, sin embargo, amplia, en cuanto destinada a comprender, dada la 16gi-
ca de la técnica presupuestaria, todos los centros o unidades de ingreso y gasto de
la instancia general estatal. De este modo se confunden presupuestariamente el
sector publico debido a la iniciativa econémica y el integrado por el giro o trifi-
co propio del poder publico, en especial el administrativo, es decir, el de los ser-
vicios publicos de que habla el inciso final del articulo 106.2 CE. Esta confusién
es 16gica desde el punto de vista presupuestario, dada la relacién entre economia
y Hacienda publica, que luce en la ribrica misma del Titulo VII CE, por la
importancia del Estado como centro de gasto en la economia general. Pero no lo
es mds alld, por constitucionalmente indebida. La actividad del Estado (y su patri-
monio) distinta de la resultante del ejercicio de la actividad de iniciativa publica
en la economfa estd, por imperativo constitucional, al margen del mercado,
rigiéndose por reglas propias, ajenas a la légica consustancial a éste. Asf resulta:

— Del articulo 103.1 CE, que establece el cédigo constitucional bdsico de

toda la actividad publica (la gestién de los intereses generales o publi-
cos) distinta de la consistente en legislar o juzgar y ejecutar lo juzgado,
que se reconduce a la administrativa. De donde la equiparacién —como
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minimo— entre actividad del poder publico administrativo y servicios
publicos, los cuales resultan ser as{ una nocién distinta tanto a la de
«servicios esenciales» (articulo 28.2, inciso final; y 128.2 CE)".
Justamente por ello el articulo 149.1.18 CE prevé un régimen juridico
especifico para la actividad administrativa, toda ella sin excepcién. En
todo esta actividad no hay asomo alguno de libertad o autonomia algu-
na en y para la actuacién; hay, por el contrario, heteronomfa y exclusi-
vo servicio al interés general con sometimiento a la Ley y al Derecho.
No hay, por tanto, capacidad juridica universal para obrar, hay sélo
competencia derivada de la atribucién de potestades.

— De los articulos 132 a 136 CE, que establecen el cédigo constitucional
bdsico de la Hacienda publica, es decir, del Estado en cuanto centro de
derechos y obligaciones econémicas y financieras y titular de bienes;
cédigo extensible, en lo sustancial, a las Comunidades Auténomas y a
la Administracién local en virtud de los articulos 156 a 158 y 142 CE,
respectivamente. Pues el Estado (todo el) ha de actuar como centro de
ingreso y gasto con arreglo a la correspondiente habilitacién-potestad
(presupuesto), financidndose, en su caso, con cargo a tributos legalmen-
te establecidos y regulados, pudiendo emitir deuda o contraer crédito
tinicamente previa autorizacién legal y en los términos de ésta y operan-
do siempre bajo el control parlamentario, asi como siendo responsable
o titular del patrimonio nacional y del dominio publico y comunal, res-
pectivamente, sometidos a un régimen contrapuesto al propio de la pro-
piedad privada, y de su patrimonio ordinario, cuyo régimen se entrega
igualmente a una Ley para la determinacién de las singularidades de su
administracién, defensa y conservacién.

De esta suerte, pues, el sector publico engloba dos realidades bien diversas:

a) De un lado, el conjunto de las actividades econémicas organizadas
(empresas) debidas a la iniciativa publica otorgada por el articulo
128.2 CE; conjunto, que queda comprendido en el 4dmbito propio
del mercado.

b) De otro lado, el conjunto de las actividades articuladas como funciones
y, por tanto, potestades en vista de intereses generales relativos a la econo-
mia, anudadas por ello a las correspondientes organizaciones publicas,
concretamente administrativas, incluso si tienen contenido econémico;
actividades que responden a la légica del interés general, no del mercado.

" La esencialidad de una actividad o servicio deriva de un juicio acerca de su trascendencia para la vida
colectiva con entera independencia de la organizacién de su desarrollo. El cardcter publico de un servicio
remite a su concernencia a un poder publico por implicacién, en dltimo término, de valores o bienes cons-
titucionales determinantes de un interés general, que reclama una organizacién jurfdico-publica o admi-
nistrativa de su prestacién. Ambas categorfas coinciden tinicamente cuando los requerimientos del inte-
rés general imponen una organizacion juridico-pablica que desplaza o, cuando menos, limita el mercado.
El articulo 128.2 CE requiere, por ello, el cardcter esencial del servicio para su reserva al sector publico,
sobre todo en caso de monopolio. Sobre la diferenciacién o la coincidencia de estas categorfas, véase L.
PAREJO ALFONSO. «Servicios publicos y servicios de interés general: la renovada actualidad de los prime-
ros» en Revista de Derecho de la Unidn Europea, (2.° semestre 2004), n.° 7, pdgs. 51-68.
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3. La politica econdmica

Si, como ya nos consta, la Constitucién contempla competencias en
materia econdmica, permitiendo su especifica distribucién a lo largo de la
organizacién territorial del Estado, y competencias, que deben servir los
correspondientes intereses generales, es claro que contempla también la exis-
tencia de una politica econémica, aunque no la mencione expresamente al tra-
tar sistemdticamente de la economia. No otra cosa debe entenderse, en efecto,
que es lo que la norma califica en este punto de «planificacién» (en sus articu-
los 38, 130, 131 y 149.1.13 CE)®. Es la solucién en todo caso pertinente en
el seno de la Comunidad Europea, en la que las politicas econémicas de los
Estados miembros tienen la consideracién de «asunto comuny justificativo de
la coordinacién comunitaria capaz de sustentar el dictado de orientaciones
generales a titulo de recomendaciones y de la supervisién supranacional de la
evolucién de la economia en el seno de aquéllos (articulos 98 y 99 TCE).

Ademds de expresién de las opciones adoptadas en ejercicio de sus com-
petencias por los poderes publicos y conforme a la doctrina del Tribunal
Constitucional®, esa politica econédmica guarda relacién con la 16gica del fun-
cionamiento del Estado de las autonomias y la lealtad, la cooperacién y la
coordinacién en su seno, siendo asi la manifestacién objetiva de la confluen-
cia constructiva del conjunto de competencias econémicas resultante de la dis-
tribucién territorial del poder publico. La importancia concedida a la coheren-
cia de la politica econédmica es la razén por la que el constituyente se ha sen-
tido obligado a fijar directamente los elementos del proceso decisional, parti-
cipado —en el seno de un Consejo constituido a tal fin— por las instancias terri-
toriales autondmicas y las organizaciones del sector privado, conducente a la
fijacién de la politica general.

Precisamente por ello la politica econémica es objeto, en su condicién
de accién estatal de configuracién de la economia en toda su complejidad,
de tres referencias constitucionales principales que se le imponen con cardc-
ter estructural®:

— La primera opera en el plano de la economia en cuanto orden. Se recon-
duce a la participacién y es doble: 7) la participacién de los trabajadores
en los medios de produccidén y en el funcionamiento de las empresas
(promocién de: el acceso a la propiedad en la empresa, las sociedades
cooperativas y la participacién en la empresa; articulo 129.2 CE); y
i1) la construccién de la Seguridad Social y del funcionamiento de los
organismos publicos con relevancia directa para la calidad de vida o el
bienestar general (articulo 129.1 CE).

— La segunda incide en la dimensién funcional de la economia como con-
junto de actividades econémicas para postular la equiparacién del nivel

* Asf lo tiene establecido el Tribunal Constitucional: SsTC 1/1982 y 96/1984.

2 SsTC 31/1981, 1/1982, 32/1983, 32/1983, 42/1983, 144/1983, 125/1984, 24/1985, 80/1985 y
95/1986.

2 Con entera independencia del margen de libertad que dejen obviamente al poder publico constituido y,
en primer lugar, al legislador formal.
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de vida de todos los espafioles mediante la modernizacién y el desarro-
llo de todos los sectores econédmicos (tipos de actividades econémicas:
agricultura, ganaderfa, pesca, ganaderfa, artesania, etc...) y el tratamien-
to especial, si procede, de territorios (las zonas de montafia, las islas)
[articulos 130 y 1381, inciso final, CE].

—Y la tercera hace lo propio en la dimensién territorial de la economia
general (diferenciacién en ella de economias locales y regionales) para
postular el equilibrio econémico, adecuado y justo, entre las diversas
partes del territorio espafiol, atendiendo a las circunstancias del hecho

insular (articulo 138 CE).

La politica econémica no puede por tanto desconocer estos elementos
estructurales al perseguir su fin dltimo, anticipado en el predmbulo de la
norma fundamental. Pero estos elementos, sin dejar de portar ellos mismos
valores y bienes constitucionalmente protegidos, se circunscriben a concre-
tar el obligado contexto en el que aquélla debe desplegarse y, por ello, en
modo alguno define directamente, por desagregacién del expresado fin dlti-
mo, el elenco de los valores y bienes constitucionales sustantivos a cuya
mdxima realizacién histéricamente posible debe servir a titulo de intereses
generales, justamente mediante su optimizacién. Como revela sin mds su
ribrica, ese elenco encuentra su asiento constitucional en el Capitulo IIT del
Titulo I CE, lo que corrobora el inciso final del articulo 40.1 CE al vincu-
lar la politica de los poderes publicos a la promocién de las condiciones favo-
rables para el progreso social y econémico. De ahi que, sin perjuicio de la
eventual condicién de derechos o deberes constitucionales del ciudadano de
su contenido dispositivo, éste se presente primariamente como conjunto de
principios rectores cabalmente de la politica social y econémica de los pode-
res publicos, es decir, de principios que, a tenor del articulo 53.3 CE, deben
informar la actuacién de todos los poderes publicos.

IV. LAS BASES CONSTITUCIONALES DE LA POLITICA
DE LOS PODERES PUBLICOS: LOS VALORES Y BIENES
PROTEGIDOS POR LA NORMA FUNDAMENTAL
DETERMINANTES PARA LA CRISTALIZACION,
EN CADA CASO, DEL INTERES GENERAL EN LA MATERIA

1. Los valores y los bienes constitucionales y la politica estatal

Las referencias constitucionales estructurales de la economia penetran en
el cuadro de valores y bienes constitucionales de cardcter econémico por la via
del establecimiento del valor basal de la politica econémica: la estabilidad eco-
némica con pleno empleo (articulo 40.1 CE). La sintonfa en este punto de los
dos planos del «Verfassungsbund» que forma la CE con el Derecho comunita-
rio europeo es total. Pues éste propugna la consecucién de un desarrollo equi-
librado y sostenible (articulo 2 TUE), un desarrollo armonioso, equilibrado y
sostenible de las actividades econémicas y un crecimiento sostenible y no infla-
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cionista con alto nivel de empleo (articulo 2 TCE) y la evitacién de déficit
publicos excesivos (articulo 104 TCE)>.

La estabilidad econémica (con pleno empleo) asi fijada consiste, en efec-

to, en un valor complejo que incorpora:

— La doble dimensién funcional y territorial del desarrollo de las distintas
actividades econémicas. Queda claro asi que el progreso social y econé-
mico de que habla el articulo 40.1 CE (conectando con el predmbulo
de la norma fundamental) incluye obviamente la modernizacién y el
desarrollo de los sectores econédmicos a que se refiere el articulo 130.1
CE en los términos del obligado adecuado equilibrio entre las diversas
partes del territorio espafiol que impone el articulo 138.1 CE. De esta
forma, es decir, en tanto que elementos componentes del progreso social
y econdmico, las repetidas referencias constitucionales estructurales
pasan a formar parte del cuadro de valores de la politica econdémica.

— La dimensidn relativa al resultado de configuracién del orden social de
la politica econémica en la doble faceta de la distribucién regional y
personal de la renta (articulo 40.1 CE). Es esta dimensién la que pro-
porciona el sentido dltimo al cuadro constitucional de valores conside-
rado. Pues es la que lo conecta con el valor superior de la dignidad de
la persona y su libre desarrollo en sociedad que, por hacer posible la cali-
dad de vida, otorga fundamento al orden politico y social (articulo 10.1
CE), objetivo del Estado definido por el articulo 1.1 CE y responsable
universal de las condiciones de vida en los términos del articulo 9 CE.
Notese, en efecto, que la distribucién de la renta se califica de «mds
equitativar, es decir, la histéricamente mds éptima en cada momento
(en el sentido del progreso histérico) y, por tanto, la realizadora, en defi-
nitiva y en este terreno, del valor superior de la justicia.

Todas las anteriores dimensiones son inseparables unas de otras. El deber
estatal de promocién de las condiciones favorables se extiende por igual a
todas ellas. Y la estabilidad econémica es justamente el marco en el que dicha
promocién debe producirse; es el criterio que rige la ponderacién, en cada
momento y a la luz del entero orden constitucional, entre las aludidas dimen-
siones a efectos de la adopcidn de las correspondientes decisiones. Es, por ello
la pieza articuladora del cuadro relevante de valores constitucionales, de la que
depende, por tanto, la composicidn de éstos en cada supuesto y momento vy,
en definitiva, su decantacién en intereses generales capaces de otorgar soporte
a decisiones y medidas concretas. De donde se sigue que la politica econémi-
ca es necesariamente, ademds, social, en el doble sentido de que, sin dejar de
ser ella misma, debe incorporar las consideraciones de indole social que su

2 En el mismo sentido el Tratado por el que se establece una Constitucién para Europa, que habla de: un
desarrollo sostenible basado en un crecimiento equilibrado y en la estabilidad de los precios (articulo
1-3.3), precios estables, finanzas publicas y condiciones monetarias saneadas y balanza de pagos estable
como principios rectores de las politicas econémicas de los Estados y la Unién para la consecucién de los
fines fijados en el articulo I-3 (articulo III-137) y la evitacién por los Estados miembros de déficit publi-
cos excesivos (articulo ITI-184.1).
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cuadro de valores de referencia le imponen y de comprender, ademds, un halo
de medidas de cobertura de riesgos sociales especificos ligados justamente a la
economia y el despliegue por ésta de su légica propia*.

La estabilidad no sdlo no es, por lo dicho, incompatible con el progreso
o desarrollo, ni siquiera medido en términos exclusivos de crecimiento.
Equivale a imposicién a éste de equilibrio en sus magnitudes determinantes de
una evolucién sana de la economia y de armonia en la distribucién territorial
y personal de la renta que produce, es decir y de nuevo en sintonia con el
Derecho comunitario europeo, al que éste denomina desarrollo armonioso y
equilibrado. Reclama, pues, del Estado una accién dirigida a la optimizacién
de los valores de progreso econémico y social en términos que aseguren la esta-
bilidad de la economia as{ entendida.

Pero, ademds y por lo mismo que la economia forma parte integrante del
orden constitucional como un todo, la estabilidad en el progreso no es tampoco
independiente de la suerte del ciudadano, el cual no queda asi entregado sin mds
a la evolucién de la vida econémica®. Por eso, a través de la preocupacién por la
distribucién de la renta, se conecta igualmente a la cohesién social, a valores de
neto cardcter social, ligados a la prevencién de los riesgos inherentes a la vida eco-
némica y la correccién de las consecuencias de su actualizacién®. Por eso esos
otros valores se reconducen a la seguridad en una triple vertiente:

a) La del ciudadano en general como consumidor o usuario final de pro-
ductos o servicios colocados o prestados en el mercado y, por tanto,
comercializados; seguridad tanto en el orden personal (riesgos para la
integridad personal, la vida y la salud), como en el patrimonial (riesgos
para los intereses econémicos legitimos) [articulo 51 CE].

b) La del ciudadano durante su vida activa para cubrir la totalidad de las
contingencias —calificadas constitucionalmente de situaciones de nece-
sidad— a que estd expuesto a lo largo de la misma, incluido el desem-
pleo (articulo 41 CE). No es casual que esta vertiente aparezca regula-
da inmediatamente después de la accién publica sobre la economia.

¢) La del ciudadano durante la tercera edad, es decir, acabada su vida acti-
va, para garantizarle la suficiencia econdémica (a través de pensiones
adecuadas y periddicamente actualizadas) y las prestaciones sociales
especificamente dirigidas a resolver sus problemas de bienestar en mate-
ria de salud, vivienda, cultura y ocio (articulo 50 CE).

2 Asf luce muy especialmente en el articulo 42 CE, por mds que en el texto se prescinda de referencia al
mismo por su claro origen en la coyuntura histérica de pafs en desarrollo y de emigracién; origen, que le
resta significacién y peso como elemento del sistema constitucional, por mds que sea indudable su perte-
nencia al mismo.

» Como prueba especialmente, a pesar de lo dicho en la nota anterior, el articulo 42 CE, especialmente su
inciso final.

% De nuevo aquif la plena sintonfa con el Derecho originario comunitario europeo, en el que, junto al
desarrollo econémico armonioso, equilibrado y sostenible aparece proclamado, con igual rango, el
objetivo de la «cohesién econdmica y social» (articulo 2 TCE). El articulo I-3.3 del Tratado por el que
se establece una Constitucién para Europa habla, en la misma linea, de cohesién econémica, social y
territorial.
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En su ntcleo, es decir, en su manifestacién estrictamente econémica, la
politica estatal no es objeto de predeterminacién constitucional precisa por lo
que hace a los medios y el alcance de su capacidad de configuracién de la eco-
nomia. Pero la norma fundamental si deja establecido:

— Su vocacién de produccién de efectos en la realidad de la vida econd-
mica, por lo que la gestién de los intereses generales debe desarrollarse,
si asf es necesario, en su entero ciclo, lo que vale decir comprendiendo
la ejecucién administrativa. El inciso inicial del articulo 40.1 CE no
deja lugar a duda: se trata de la promocién de las condiciones favora-
bles; expresidn, cuya lectura dnicamente es correcta desde el articulo 9.2
CE: las condiciones —tanto las individuales, como las colectivas- han de
ser no formal-juridicas, sino reales y efectivas. La politica econédmica es,
por ello, una politica que tiende a su formalizacién tanto juridica como
administrativa.

— Cualesquiera que sean los medios empleados, su alcance tiene un limi-
te, que deriva de la opcién de principio, la regla general a favor de la
economia de mercado basada en la libertad de empresa y, en su caso,
la iniciativa publica econémica desarrolladas en régimen de libre con-
currencia o competencia. Esta opcién es incompatible con la centrali-
zacién (en el poder publico) de las decisiones econémicas, razén por
la que la planificacién de que hablan los articulos 131 y 149.1.13 CE
s6lo puede entenderse, todo lo mds y para el necesario sector privado,
como indicativa y de fomento. Expresa concisa pero claramente este
limite la calificacién por el articulo 40.1 CE de las condiciones a gene-
rar y mantener como «favorables». Pues esta calificacién implica el
reconocimiento de la espontaneidad, en su parte sustancial, de la vida
econémica y su evolucidn, en tanto su motor es precisamente la liber-
tad de iniciativa en concurrencia. La politica econémica publica
puede asi desde luego generar condiciones reales y efectivas, pero debe
circunscribirse a las que favorezcan la economia misma, lo que vale
decir que tnicamente son legitimas las que sean acordes con la légica
constitucional de ésta.

En su halo social y, por tanto, en su manifestacién como politica social,
la politica estatal aparece disefiada con perfiles de precision diversa, de mayor
nitidez cuanto mds cercana a la economfa misma:

— Asf, la seguridad de la ciudadanfa durante el periodo vital en que se le
supone parte de la economia misma ha de ser proporcionada precisa-
mente mediante el mantenimiento de un régimen necesariamente
publico de seguridad social de cardcter universal y dotado de un nucleo
indisponible para el poder constituido: el integrado por el conjunto de
prestaciones asistenciales y sociales precisas para afrontar cualesquiera
supuestos merecedores de la consideracién de situaciones de necesidad;
prestaciones, ademds, que deben estar configuradas en términos tales que
superen el zest de suficiencia a tal efecto (articulo 41 CE). La cobertura de
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contingencias sociales mds alld de tal nicleo excede de la responsabilidad
estatal y es considerada por ello «complementaria», quedando referida
al principio de libertad. De esta determinacién se deduce la importan-
te consecuencia de la obligatoriedad del régimen publico de la seguri-
dad social.

De donde se sigue la directa decisién constitucional de la extraccién
del sistema publico de la seguridad social del dmbito del mercado,
pues aquél tiene por objeto una actividad que, con entera indepen-
dencia de que tenga o no contenido o cardcter econémico, ha de ser
desarrollada exclusivamente con la légica del servicio a los correspon-
dientes intereses generales. Y, por tanto, se sigue igualmente la tra-
duccién de la responsabilidad estatal, en este campo y a través del
articulo 9.2 CE, en el deber no sélo de una regulacién, sino incluso,
en sede ejecutiva, de la creacién y el mantenimiento de la correspon-
diente organizacién-actividad asistencial y prestacional en calidad de
servicio publico. Sin que ello tenga en modo alguno que significar la
reserva a la Administracién publica, en régimen de monopolio, de la
actividad asistencial (sanitaria) y social (cobertura de contingencias
sociales) que constituye su objeto. Se trata, pues, de un servicio
publico objetivo de cardcter obligatorio, pero de cuyas prestaciones
se es libre para hacer uso.

La seguridad del ciudadano mas alld del periodo vital anterior, es
decir, durante la tercera edad, no ha de procurarse ya necesariamente,
sin embargo, de un modo directo o en forma de servicio publico pres-
tado precisamente por una organizacién administrativa. Aqui el deber
de procura alcanza ciertamente al establecimiento de un sistema tanto
de pensiones adecuadas, como de servicios sociales. Mds alld de su
obvia regulacidn, el sistema mismo no demanda constitucionalmente
del Estado otra cosa que la garantia, por lo que, si bien ésta ha de
tener desde luego alguna traduccién administrativa, la traduccién
operativa del sistema queda sustancialmente entregada al desarrollo
constitucional, en el que caben, por tanto, diversas alternativas.
Finalmente, la seguridad del ciudadano en cuanto consumidor y
usuario activa constitucionalmente sélo el ciclo normativo de la ges-
tién publica para la proteccidn y la defensa de aquél (regulacién del
comercio y de los productos comerciales, incluyendo procedimientos
eficaces de defensa y también procedimientos de participacién de
consumidores y usuarios en los procesos de toma de decisiones publi-
cas), imponiendo la administrativizacién de la correspondiente nor-
macién (con la consecuente organizacién y actividad administrativas
para su aplicacién) sélo para el régimen de los productos comerciales
y alcanzando, de resto, el de ejecucién normativa y, por tanto, admi-
nistrativa dnicamente en punto a la promocién de la informacién y
la educacién de los consumidores y usuarios y de las organizaciones
de éstos.
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2. La decantacion de los intereses generales a partir del cuadro
de valores y bienes constitucionales y su consecuencia: la concernencia
del poder piiblico, en especial de la Administracidn piiblica

El cuadro de valores y bienes constitucionales hasta aqui examinado estd
en la base de la decantacién de los intereses generales en materia econdmica.
Como he tenido oportunidad de exponer en otro lugar”, el marcado cardcter
formal que presenta el concepto de interés general —mencionado en distintas for-
mas a lo largo del texto fundamental en treinta ocasiones— no autoriza su relega-
cién al campo de las ideas o de las nociones puramente politicas o inaprensibles
juridicamente. Lo emplea el constituyente bien en sentido objetivo, bien en sen-
tido subjetivo, es decir, con referencia al poder constituido y para su realizacién,
aunque —al tratar especificamente de dicho poder- no lo haga nunca en relacién
con las funciones estatales la referencia para cuya actuacién estd integrada exclu-
sivamente por la Constitucién misma (significativamente el legislativo —articulo
66 CE—, aunque también el Gobierno —articulo 97 CE-) o por la Ley y el
Derecho (el poder judicial; articulo 117 CE) y si, por el contrario y de manera
especifica, cuando se trata de la Administracién publica (articulo 103.1 CE), de
donde se sigue, por cierto, que el servicio al interés general en el que ésta se agota
estd comprendido en la férmula «sometimiento a la Ley y al Derecho», aunque
presentando necesariamente especificidad en su seno. Esta caracterizacién de la
Administracién publica ya pone de evidencia la capacidad significante del con-
cepto en la conciencia juridica colectiva, su referencia a la comunidad politica-
mente organizada, la entrega de su definicién concreta al desarrollo constitucio-
nal (primariamente a la legislacién) y la atribucién de su gestién a una precisa
organizacién publica servicial. La palabra «interés» alude al hecho de que un
sujeto (aqui el poder publico) estd concernido por un objeto (material o moral,
que aqui ha de ser general, en el sentido de publico o perteneciente a la colecti-
vidad o comunidad organizada politicamente) precisamente porque dicho obje-
to posee una significacién o relevancia determinadas para aquel sujeto; concre-
tamente las que derivan de su valoracién positiva como beneficioso o procura-
ble para el ser mismo del sujeto. Esta estimacién, que requiere una perspectiva y
un criterio (objetivo; aqui, en dltimo término, el normativo constitucional),
determina la consiguiente relacién; relacién, en la que consiste cabalmente el
interés general. Es pues la Constitucidn, al fijar los correspondientes valores y
bienes, la que al propio tiempo acota los objetos que, por ser beneficiosos para
la colectividad o comunidad en general, determinan que los poderes puiblicos
queden necesariamente concernidos por ellos y deban procurar su realizacién;
concernencia que, en el caso de la Administracién publica, se traduce, dada su
caracterizacién asimismo constitucional, en la activacién de la relacién de servi-
cio al interés general con sometimiento a la Ley y al Derecho. Pues en la reali-

Y PAREJO ALFONSO, L. «El interés publico como criterio de control de la actividad administrativa» en
Constitucién y control de la actividad administrativa. Cuadernos de Derecho Judicial. CGP]. Madrid,
2004, pdgs. 125-148.
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zacién efectiva (con eficacia) del interés general consiste exclusivamente su ser,
su justificacién constitucional®®. El interés general se ofrece de este modo
como principio abstracto que estd en la base del entero proceso de: 7) estable-
cimiento y determinacién de la programacién de la actividad estatal, especial-
mente la administrativa; y 7) la ejecucién (interpretacién y aplicaciéon) de esa
programacién y del Derecho como un todo.

En consecuencia, la definicién y la constatacién del interés general o pabli-

co pueden ser objeto de construccion jurl’dica en los siguientes términos:

1. El interés general o publico es un principio general, de rango constitu-
cional (interno, pero también comunitario-europeo, pues existen ya inte-
reses generales supranacionales), que gobierna el mundo de la satisfaccién
de los fines-necesidades publicos (en la triple dimensién de los sujetos,
los objetos y las actividades).

2. En la dialéctica Estado-poder/Estado-ordenamiento juega, en concre-
to, como principio que —en su escueta formulacién— dirige el desarro-
llo constitucional (parlamentario o no) en punto a la definicién de los
programas de la organizacién-actividad estatal, especialmente los admi-
nistrativos.

La expresada direccién se desarrolla: 7) determinando la existencia y la
idoneidad (como soporte) de valores-bienes en términos de necesidades-
fines que deba procurar la correspondiente comunidad a la luz del perti-
nente orden constitucional sustantivo (de esta suerte y en el seno mismo
del orden constitucional, el principio desarrolla su doble funcién, la posi-
tiva de gufa y la negativa de limite, por relacién a los restantes bienes-
valores consagrados por la Constitucién como unidad); 7) identificando
la relacién del o de los correspondientes objetos asi determinados con
sujeto o sujetos publicos (la concernencia de éstos por aquéllos); y 777)
guiando la precisién del sujeto titular responsable de la realizacién y los
términos de ésta.

Obvio resulta decir que en esta fase del desarrollo constitucional el poder
constituido y, en particular, el legislador, goza de un muy amplio margen
de decisién propia (derivado del principio de Estado democrdtico), es

* Esta es la perspectiva correcta para la cabal interpretacién del articulo 103.1 CE:

— La Administracién, en cuanto forma predeterminada de «ejecuciénn, es, en esta fase del ciclo de gestién
publica la titular del interés general (el sujeto concernido por éste) y responsable de su realizacién efec-
tiva. Se presupone asf que lo que importa a la colectividad correspondiente debe necesariamente impor-
tar a la Administracién (este es el sentido de las expresiones «servicio a» y «eficacia»). Dada su relacién
con el interés general, la Administracién tiene respecto de éste una posicién calificada de objetiva (no
excluyente, sino exigente del compromiso), en modo alguno de neutral o imparcial. La neutralidad se
predica de los medios personales de la Administracidn precisamente para que ésta pueda ser objetiva y
significa sélo distancia respecto de lo que no sea internes general.

— Lo que importa -el objeto- es determinado (Estado de Derecho) por el ordenamiento encabezado y pre-
sidido por la Constitucion, lo que significa: primariamente por el legislador (aunque en el contexto,
siempre que posible, de la colaboracién Gobierno-Parlamento). Por tanto, la vinculacién de la
Administracién a la Ley y al Derecho es vinculacién a lo que el legislador haya juzgado necesario para
el bien comun, es decir, de interés general o publico.
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decir, de libertad de configuracién social, cuyo contrapeso principal es
el principio de interdiccién de la arbitrariedad (articulo 9.3 CE).

3. En la fase del ciclo de gestién publica regida ya por el sometimiento

pleno a la Ley y al Derecho, el principio gobierna el proceso aplicati-
vo-interpretativo de ejecucién, con el contenido enriquecido que resul-
ta del programa legislativo establecido. El interés general o publico se
ofrece aqui ya como principio articulador de ese programa normativo
en tanto que sistema de accién administrativa conforme al cual la
accién del sujeto publico debe comprender todo lo necesario pero solo
lo necesario para su realizacion (del interés general tal como resulta de
su definicién normativa; ya no del interés general en abstracto).
En este plano surge desde luego la dificultad, que no cuestiona la cons-
truccion, consistente en la interpretacién del programa normativo per-
tinente (el Derecho de referencia) de manera «conforme» con el marco
constitucional hoy complejo (el «Verfassungsverbund» integrado por la
CE y el TUE y el TCE). Pues hace renacer, bajo nueva veste, la cues-
tién del interés general como «principio abstracto tltimo».

4.Y en todo el proceso de desarrollo constitucional y, por tanto, a lo largo
de todo el ciclo de la gestién de los intereses generales opera en con-
gruencia con el sistema de distribucién funcional o «vertical» de la
competencia decisional) como regla de habilitacién de la actuacién del
poder publico (todos los poderes publicos) en los mismos términos que
en los que rige como principio constitucional director de la definicién
del concreto interés general y de la programacién organizativo-funcio-
nal de su realizacién.

V. LA ACTIVACION DE LA RESPONSABILIDAD
Y DEL CONSECUENTE DEBER DE LOS PODERES PUBLICOS,
EN PARTICULAR EL ADMINISTRATIVO, DE SERVICIO
AL INTERES GENERAL ECONOMICO

El entero complejo de valores y bienes constitucionales concierne, por
las razones ya dichas y para su realizacién, al conjunto de poderes publicos
constituidos en términos de verdadera responsabilidad politica y juridica
(como resulta del articulo 9.2 CE). El concreto cuadro de valores y bienes
definido por la Constitucién en el 4mbito de la economia asf lo prueba. En
la determinacién del nicleo mismo de dichos valores y bienes (constituido
por los consagrados en los articulos 40, 41, 50 y 51. 1 y 2, en relacién con
el articulo 130 CE) sélo hay un mandato genérico a «los poderes publicos»
de su procura en una u otra forma. Es el Estado como un todo el aquif alu-
dido porque la perspectiva que preside por entero el Capitulo III del Titulo I
de la norma fundamental es la objetiva de la «politica social y econémica» y
no la subjetiva de las competencias.
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Esta responsabilizacién del Estado, anticipada una vez mds en la «volun-
tad» constituyente expresada en el predmbulo de la norma fundamental, no es
sino la férmula genérica de vinculacién de aquél al interés general, cuyas con-
cretas condiciones s6lo resultan —en la obligada interpretacién sistemdtica del
texto constitucional como unidad— del régimen propio, segtin el bloque de la
constitucionalidad, de cada uno de los érganos-funciones en que, en cada una
de las instancias en que se organiza territorialmente, se desagrega la estructura
estatal. Los términos de la actuacién «debida» por cada uno de ellos para cum-
plir con su responsabilidad (y, a su través, la del Estado en su conjunto) en la
realizacién del interés general en el curso del proceso, constantemente renova-
do, de desarrollo constitucional dnicamente resultan, pues, del respectivo
cédigo constitucional al que estdn sometidos, que es especifico por la doble
razén del circulo territorial de intereses generales de su incumbencia y de la
concreta funcién que les estd asignada en su gestién.

Esta® es la causa de la estructura y economia del complejo articulo 53
CE, en el que la vinculacién por el entero orden constitucional sustantivo se
traduce de modo distinto segtin la parte de aquél de que se trate:

— Si de libertades y derechos (Capitulo II) se trata, en la reserva de la
decisidn, en lo esencial, al legislador (la Ley) y los términos de la direc-
ta (aunque diversa) tutela judicial, puesto que la accién estatal debe
traducirse siempre necesariamente en una incidencia en posiciones
subjetivas del ciudadano y la persona (preexistentes légicamente a la
accién estatal misma) articuladoras de su espacio de libertad para el
desarrollo de la personalidad en sociedad.

— Pero si de principios rectores de la politica y social se trata (Capftulo I1I
del Titulo 1), la preocupacién primaria por la distribucién funcional de la
competencia para la decisién y la tutela judicial directa cede el protago-
nismo a la vinculacién misma, es decir, a la responsabilizacién de la tota-
lidad de los poderes publicos segin su intervencion en el ciclo de la ges-
tién de los asuntos publicos, es decir, sea legislando o juzgando, sea —en
el caso de administrativizacién de la accién estatal— ejecutando, es decir,
actuando sobre la realidad econémico-social misma. El inciso final del
primer pdrrafo del apartado tres del articulo 53 CE es muy expresivo, al
referirse genérica y residualmente a «la actuacién de los poderes publicos»
tras haber singularizado las funciones legislativa y judicial. La razén es
clara: sin perjuicio de que del texto constitucional pueden derivarse, en su
caso, posiciones subjetivas a favor de la persona o del ciudadano®, dicho

» Junto con la textura y consistencia constitucionales diversa de la organizacién juridica de las materias en las que
ha de producirse la accién estatal, a la que he prestado atencién en otras ocasiones. Véase PAREJO ALFONSO, L.
Constitucidn y valores del ordenamiento, Centro de Estudios Ramén Areces, Madrid, 1990, 149 pdgs. Véase mds
recientemente, PAREJO ALFONSO, L. Derecho Administrativo, Ariel, Barcelona, 2003, pdgs. 64 y ss.

% Sobre este extremo me he pronunciado ya en PAREJO ALFONSO, L. E/ derecho al medio ambiente y la actua-
cidn de la Administracién Piblica, en «La proteccién jurisdiccional del medio ambiente», Cuadernos de
Derecho Judicial. CGPJ. Madrid, 2002, pdgs. 371-401. Véase también. L. PAREJO ALFONSO. Estado social
y estado de bienestar a la luz del orden constitucional, en Libro Colectivo, Las estructuras del bienestar.
Propuestas de reforma y nuevos horizontes, Civitas. Madrid, 2002, pdgs. 793-861
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texto atiende en su conjunto y en primer término a valores y bienes que
conciernen a la comunidad politicamente organizada y que, por ello, dan
lugar a intereses generales que no estdn en la esfera de las relaciones de
interés propias de los sujetos privados. Sélo en el curso del proceso de des-
arrollo constitucional conforme a su légica propia y como consecuencia
de la accién del Estado (la politica social y econémica de éste) pueden en
principio resultar posiciones esgrimibles por dichos sujetos precisa y tini-
camente ante la jurisdiccién ordinaria (que no la constitucional).

Se entiende asi que, en materia de economia, el constituyente dnicamen-
te se refiera a la competencia para la decisién cuando el interés general supon-
ga claramente la incidencia en libertades o derechos, cual sucede en los
siguientes supuestos:

a) La regulacién del comercio interior y el establecimiento del régimen de

autorizacién de los productos comerciales (articulo 51.3 CE), que ha
de hacerse por Ley toda vez que ésta ha de abordar un dmbito propio
del mercado regido por la libertad de empresa y la iniciativa pablica
econémica desarrolladas en términos de libre competencia, es decir, un
dmbito organizado conforme al articulo 38 CE de suyo sujeto a la
reserva de Ley del articulo 53.1 CE. Pero incluso aqui la diccién del
constituyente es ilustrativa de la operatividad de los valores y bienes
determinantes del interés general: la Ley ha de cumplir su funcién en
el marco precisamente de los valores y los bienes consagrados por los
dos primeros apartados del mismo articulo 51 CE.

6) La regulacién de las organizaciones profesionales para la defensa de los

c)

intereses econémicos que le sean propios, que ha de tener lugar por Ley
en la medida en que excepcionan dichas organizaciones del 4mbito de
aplicacién del derecho de asociacién del articulo 22 CE, también
incluido en la reserva de Ley del articulo 53.1 CE.

La reserva al sector publico de recursos o servicios esenciales y la previ-
sién de los supuestos de intervencién de empresas (articulo 128.2 CE),
asf como la determinacién del dominio publico y de su régimen juri-
dico (articulo 132 CE); extremos que precisan de tratamiento por Ley
porque suponen la delimitacién negativa del dmbito de las actividades
organizadas por el mercado (articulo 38 CE) y de las cosas organizadas
por la propiedad privada (articulo 33 CE), asi como la habilitacién
para la incidencia en el ¢jercicio de la libre empresa, cuestiones todas
ellas cubiertas igualmente por la reserva general de Ley establecida por
el articulo 53.1 CE

d) La reserva decisional a favor del legislador en punto a formas de parti-

cipacién de los interesados en la seguridad social y en los organismos
publicos relevantes para la calidad de vida o el bienestar general.
Aunque ciertamente esta atribucion a la Ley podria entenderse que no
es reconducible sin mds a la légica anterior, por referible mds bien a la
apreciacién por el constituyente de la esencialidad de la decisién por
razén de la importancia para la posicién fundamental del ciudadano
(su relevancia para la calidad de la vida o el bienestar general) de las
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correspondientes instituciones u organizaciones publicas vinculadas a
la economia, parece mds pertinente considerar que obedece —dada la
expresada trascendencia para la referida posicién fundamental- a su
conexién con el derecho fundamental a la participacién en los asuntos
publicos del articulo 23 CE, al que alcanza por supuesto la repetida
reserva general de Ley del articulo 53.1 CE.

¢) La planificacién de la actividad econémica general (articulo 131 CE),
la cual ha de hacerse por Ley cabalmente por tener por objeto la eco-
nomia, en cuya organizacién opera necesariamente el mercado y, por
tanto, la libertad de empresa (articulo 38 CE), lo que conduce una vez
mds a la reserva general de Ley del articulo 53.1 CE.

La Constitucién, pues, prefigura en la economia un elenco de valores y
bienes que, conforme a la caracterizacién que hace de la Administracién puabli-
ca (articulo 103.1 CE) y el deber de actuacién que —con reconocimiento, res-
peto y proteccién de dichos valores y bienes en calidad de principios rectores—
a dicha Administracién directamente impone (articulos 9.2 y 53.3 CE), acti-
van la funcién servicial de ésta a los intereses generales cristalizados a partir de
los referidos valores y bienes:

— Una vez que el legislador competente ha cumplido su funcién de des-
arrollo constitucional por medio de la Ley y en los términos programa-
dos por ésta, en las materias objeto de reserva general o especifica a
aquélla. Pero aqui el principio de legalidad (sometimiento pleno a la
Ley y al Derecho) no hace sino modular el imperativo de servicio al
interés general con objetividad y eficacia. En el curso de la ejecucién de
la Ley, la Administracién ha de actuar atin, permaneciendo fiel al pro-
grama normativo del legislador, 7) interpretando éste en cada momento
y circunstancia de la manera conducente a la mds plena realizacién del
pertinente orden constitucional (que hoy es complejo, por mtegrado
también —ademds de la Constitucién— por el Derecho originario comu-
nitario europeo); y iz) adoptando las decisiones que le correspondan,
segin los mdrgenes de apreciacién y la discrecionalidad que le otorgue
la Ley, de la manera mds conforme, en dltimo término, a la misma plena
realizacién del pertinente orden constitucional.

— Directamente desde la propia norma fundamental y bajo la direccién
del correspondiente Gobierno, en el amplio resto de materias econémi-
cas, lo que supone un extenso terreno para el desarrollo de una politica
gubernamental y su ejecucién administrativa capaz para, por si misma
y a partir de los correspondientes valores y bienes constitucionales, 7)
deducir y definir los intereses generales a servir; y 7i) organizar la activi-
dad administrativa dirigida a su satisfaccién. Todo lo cual en modo
alguno permite, obviamente, excepcién alguna del obligado someti-
miento al Derecho en cada momento vigente.
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